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¿QUIÉNES MANDAN DE VERDAD EN ESPAÑA?





  Carlos Elordi




  «¿Quiénes mandan de verdad en España?» es la pregunta que reponde en este libro el reconocido periodista Carlos Elordi.




  Las elecciones celebradas cada cuatro años sirven para que los poderes fácticos que realmente rigen los designios de España tomen posiciones para dirigir el futuro del país. La banca, los grandes empresarios, la Iglesia católica, la Casa Real y la Unión Europea, entre otros, influyen en la toma de decisiones, y cada uno de ellos ejerce directamente presión sobre la sociedad.




  Elordi analiza cómo se articulan internamente esos poderes y cómo ha evolucionado su capacidad de influencia a consecuencia de la actual crisis económica.




  Un análisis que se completa con un repaso a la estructura del poder en algunas comunidades autónomas y con un capítulo específico sobre los medios de comunicación.




  El autor consigue, de este modo, desvelar los resortes del poder ocultos en España.




  ACERCA DEL AUTOR




  Carlos Elordi es periodista. Fue redactor de los semanarios Triunfo y La Calle, director de la revista Mayo, corresponsal en España del periódico italiano La Repubblica, trabajó de 1998 a 2011 en el programa Hoy por hoy de la Cadena SER, y ha colaborado en el diario El País y en otras publicaciones españolas y extranjeras. Actualmente escribe en El Periódico de Catalunya y en eldiario.es. Es autor de varios libros, entre los cuales destacan El desafío socialista (Laia, 1978), Antes que el tiempo muera en nuestros brazos (Grijalbo, 1996), Tiempos difíciles (Santillana, 2002) y El amigo americano (Temas de Hoy, 2003).
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  En España mandan los de siempre




  En las páginas siguientes se intenta describir a grandes rasgos el panorama del poder en España. Anticipando las conclusiones que se desprenden de cada uno de los capítulos, vaya por delante una impresión general: la crisis económica, y los procesos que condujeron a ella, han modificado de manera sustancial las relaciones de fuerza que existían hace tan solo un par de décadas.




  La principal novedad que ha traído el desastre económico ha sido el descenso radical de la influencia del Gobierno y de los dos mayores partidos, el PP y el PSOE, en las decisiones que afectan al interés general. En virtud de los preceptos constitucionales, siguen teniendo todos los resortes para ser los únicos que manden en los ámbitos que sus resultados electorales se lo permitan y en los asuntos de interés general. Y, además, siguen controlando de forma omnímoda el sinnúmero de instituciones que configuran la estructura de nuestra democracia. El poder que tienen, sobre el papel, los partidos españoles no tiene parangón en las demás democracias occidentales. Pero ya no pueden ejercerlo.




  Los mercados de la globalización —que tal y como se ha hecho ha resultado ser infausta— han privado al Estado-nación español de enormes parcelas de su soberanía. Eso hoy se concreta en que las principales decisiones que afectan a nuestra economía y a nuestro bienestar se toman en Bruselas y en Berlín, sin atender a los intereses de los ciudadanos españoles. Nuestro Gobierno es un convidado de piedra que acepta dócil e inanemente esos mandatos, aunque contravengan sus compromisos electorales y socaven no solo su credibilidad sino también su legitimidad.




  El sector financiero y el entramado de intereses empresariales y económicos que hay detrás del mismo fijan otros límites, no menos conspicuos, a la libertad de acción del Ejecutivo, y también a la de la oposición. Tanto el PP como el PSOE cayeron hace tiempo no solo en la trampa de ceder a las presiones de la banca sino, lo que es más grave, en la de identificar sus proyectos políticos con los planes de expansión de los banqueros. En esa hermandad ideológica contra natura, incluso para la derecha, radica una de las causas principales de la debilidad de nuestros dos mayores partidos. No solo porque esta les ha llevado a contraer servidumbres de las que tardarán mucho en deshacerse, sino porque ese entendimiento ha unido la suerte de unos y de otros. Y el Gobierno, más que actuar al dictado de Emilio Botín y de Francisco González, que también, se ha quedado sin espacio de maniobra para decidir al margen de sus intereses.




  El extraordinario poder que han alcanzado los Gobiernos regionales constituye otra importante limitación de la capacidad de acción del Ejecutivo central. La descentralización española desbordó hace tiempo su diseño original y ha asumido unas dimensiones y unas formas que hacen ingobernable el Estado. Buena parte de las autonomías están quebradas, pero el Gobierno de Madrid carece de la fuerza política necesaria para imponer a los barones regionales sus soluciones a ese problema. Y el PP y el PSOE ya no son capaces de influir en las dinámicas políticas del País Vasco y que están en curso en Cataluña.




  Todos esos elementos, y alguno más —como el protagonismo creciente de la Iglesia católica en la vida pública—, trazan una perspectiva desoladora para la política en España, que se completa con un dato no menos importante: la mayoritaria desconfianza, cuando no el rechazo, que los dos grandes partidos concitan entre los ciudadanos.




  En definitiva, que el poder político y los políticos ya no están a la altura del papel que les atribuye la Constitución. Es decir, que el sistema ideal que se diseñó hace treinta y cinco años está gravemente enfermo. Y que no hay medicina que pueda curarlo en las actuales circunstancias.




  Caben distintas hipótesis sobre lo que puede ocurrir en el futuro. La de la explosión social que arrase con todo es la menos probable: en España, y en casi todos sus estratos sociales, hay demasiada gente que cree que perdería más de lo que podría ganar si apoyara una aventura de ese tipo. Eso no excluye que se produzcan estallidos puntuales, incluso importantes, que condicionarían la marcha de las cosas, pero que no modificarían sustancialmente el conformismo protestón que hoy caracteriza la actitud de la mayoría.




  Si se excluye la acción de un factor de ese tipo, y también un cataclismo en la Unión Europea —que parece inevitable, pero no inminente, aunque habrá que verlo—, solo queda la continuidad de la situación actual, matiz arriba, matiz abajo. Estas en una primera fase estaría marcada por políticas para salir del paso, siempre condicionadas por las instancias internacionales y las servidumbres nacionales, y en la que la principal preocupación de populares y socialistas serían sus batallas por el reparto interno del poder y los resultados que podrían obtener en las elecciones de 2014 (europeas) y 2015 (locales, autonómicas y generales).




  Más adelante, pero seguramente no antes de esa última fecha, podrían empezar a llegar algunos cambios. El replanteamiento del Estado de las autonomías sería uno de ellos. Otro, el de las relaciones entre Madrid y Barcelona y Vitoria. Y cuando la crisis empiece a escampar, y para entonces se hayan reducido de manera sustancial y generalizada tanto los salarios como los costes sociales de producción, podría empezarse a trazar el diseño de la España económica del futuro, el de un país dual, de ricos y pobres y sin grandes perspectivas de crecimiento.




  Dada la actual relación de fuerzas y la que previsiblemente habrá durante aún mucho tiempo, no cabe esperar otra cosa que el pensamiento centralista y reaccionario así como el mundo del dinero influyan decisivamente en la orientación de unos y otros cambios. Porque, arrumbado el espejismo de una España nueva que diera definitivamente la espalda a su pasado y comprobada la incapacidad del poder político para convertirse en una instancia autónoma y con capacidad plena de mando, los que vuelven a aparecer como inamovibles son los que el gran periodista catalán Gaziel llamó los «dueños» del cotarro.




  Es decir, los banqueros, los burgueses, la Iglesia, la sociedad civil de la derecha. Los mismos que fueron los grandes usufructuarios del régimen de Franco, los mismos que a su muerte se apiñaron en torno al Rey para que este fuera la garantía de que los cambios que se avecinaban no redujeran su poder, los mismos que se han vuelto a juntar ahora para que nadie, sino ellos, decidan la suerte que le espera a don Juan Carlos.
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  El heredero de Franco




  El Rey no manda. Pero es un poder fáctico. Enorme. Aunque se comporte como un rico jubilado al que lo único que le preocupa es disfrutar de la vida, él es la clave de bóveda de nuestro sistema institucional. No solo porque es su máxima instancia, sino también porque es el elemento en el que se incardinan los demás poderes del Estado. Y además, don Juan Carlos es el vínculo entre nuestro presente político y el régimen que le precedió. Que el jefe de Estado de la democracia sea la misma persona que quien ocupó ese cargo en los últimos años del régimen franquista es la prueba viva de que nuestro sistema no nació de una ruptura con la dictadura, sino únicamente de una reforma que cambió sus leyes. Y eso, aparte de recordarnos de dónde venimos, también hace muy difícil alejar al monarca de La Zarzuela si él no quiere marcharse.




  El Rey lo es porque Franco quiso que fuera su heredero y porque, más tarde, las fuerzas democráticas aceptaron esa situación. Para revertirla, no solo sería preciso aprobar una nueva Constitución, sino, antes de eso, establecer unos nuevos pactos entre los distintos poderes reales del país del calado que tuvieron los que se hicieron en la Transición. Don Juan Carlos debe saberlo perfectamente. Y seguramente por eso nos ha trasmitido siempre la sensación de que se siente impune.




  La Constitución no explicita los motivos por los cuales el Rey de Franco es también el jefe de Estado de la democracia. No menciona derechos dinásticos ni de otro tipo. Don Juan Carlos conservó su corona porque así lo decidieron, casi unánimemente, quienes eran los representantes de la voluntad popular en 1978. Y si así lo hicieron fue porque todas las fuerzas políticas que obtuvieron representación en las elecciones del 15 de junio de 1977 habían aceptado antes de que estas se celebraran que la monarquía sería la forma del Estado en democracia y que Juan Carlos de Borbón sería el jefe de ese Estado. Es decir, habían asumido que se cumpliera la voluntad de Franco al respecto. Incluidos los comunistas, y muy a su pesar, porque esa aceptación implicaba reconocer que su lucha durante cuarenta años había fracasado.




  Esa fue la principal condición sine qua non que impusieron quienes ostentaban el poder tras la muerte de su creador, entre ellos el Rey mismo, para acceder a cualquier cambio. Y ese fue el precio político que tuvieron que pagar los partidos que estaban fuera del franquismo para ser reconocidos. Porque carecían de la fuerza necesaria para propiciar cualquier salida que no incluyera ese requisito.




  Franco no dejó «todo atado y bien atado». Pero sí lo que para él sin duda era lo más importante: el nombre de quien había de sucederle en la jefatura del Estado. Y no porque hubiera descubierto virtudes extraordinarias en don Juan Carlos, ni porque hubiera visto en él al hijo que iba a seguir fielmente el camino del padre. Frente a las ambiciones incontenidas de su padre, don Juan, el joven Borbón tenía la clara ventaja de que le había obedecido siempre sin rechistar. Porque estaba dispuesto a hacer lo que hiciera falta con tal de llegar a ser Rey. Incluso a «tragar mucho», según confesó años después su esposa, la hoy Reina Sofía. Esa disponibilidad sin límites, que hasta le llevaría a quitarle el puesto a su padre, debió bastarle al dictador para convencerse de que don Juan Carlos era el instrumento adecuado para sus fines.




  La principal preocupación de alguien que sigue mandando cuando ve cerca la muerte es que lo que ha construido no se diluya cuando él no esté. Y lo que el dictador había creado, de la manera que se sabe, era un sistema de poder. Ese era el legado que él quería que tuviera continuidad. Aunque tuviera que cambiar de formas. Era previsible que las del franquismo no pervivieran mucho tiempo tras la desaparición de su fundador. Don Juan Carlos ha declarado que el propio Franco así se lo dijo una vez. Aquella organización estaba demasiado ligada a su figura y a su acción como para que pudiera sobrevivirle sin sufrir cambios importantes.




  Pero el entramado de poder que había detrás de esas formas sí que podía hacerlo. Estaba formado por la banca, los principales empresarios y hombres de negocios, por los grandes terratenientes, por la jerarquía católica, por quienes ostentaban los mandos de la sociedad civil del franquismo, desde los notarios y registradores a los miembros de los altos cuerpos de la administración, pasando por los más elevados estadios del escalafón judicial. Y también por los jefes del Ejército.




  Todos ellos se apiñaron en torno al Rey en cuanto este fue nombrado tal por las Cortes franquistas en diciembre de 1975. Y así siguen hoy en día, aunque tras el golpe del 23-F las fuerzas armadas empezaran a dejar de ser lo que habían sido. Porque Franco hizo comprender a unos y a otros, o ellos lo comprendieron por su cuenta, que el que don Juan Carlos ocupara la jefatura del Estado era la expresión de su poder. El que, más tarde, todos los partidos políticos acataran el designio del dictador, reconociendo al Rey por él nombrado, demostró la fuerza que esos poderes tenían.




  La transición a la democracia no fue un hecho milagroso, ni un golpe de mano que dieron unos personajes providenciales, tal y como figura en la versión oficial de la misma. Fue un proceso de adaptación a las nuevas condiciones que había creado la muerte de Franco y a las exigencias políticas del momento, y, a la cabeza de ellas, la de colocar España en Europa. Fue un proceso rápido, intenso y arriesgado en algunos momentos, en el que brillaron las dotes de imaginación y negociación de sus protagonistas. Pero que respetó el guion escrito por el dictador en lo que se refería a quién debía de sucederle. Con todo lo que ello comportaba.




  Si se garantizaba ese principio intocable, las cosas podían evolucionar de maneras muy distintas. El testamento de Franco no cerraba las posibilidades de evolución de su régimen. Así lo vieron sus exégetas más perspicaces, figuras del régimen como Torcuato Fernández Miranda, que encontraron la forma de reformar el franquismo a partir de sus propias leyes. A partir de eso, la situación podía evolucionar en el sentido en el que lo hizo, concluyendo en la Constitución; podría haberse quedado en el intento continuista de Arias Navarro y de Fraga Iribarne, o podría haber optado por caminos intermedios entre uno y otro. No había planes elaborados de antemano. Aunque sí objetivos genéricos. Los de la oposición democrática eran muy claros. Los del Rey y su entorno se ceñían a mantenerse a la cabeza del Estado en las condiciones más favorables para que esa situación fuera estable y duradera. Tras cometer algunos errores, comprendieron que la manera de lograrlo era reformar a fondo todo lo demás.




  Convencieron a los poderes en los que se apoyaban, o cuando menos a sus exponentes más influyentes, de que eso convenía a sus intereses. Con dificultades, trabajosas idas y venidas y dejando algunos descontentos por el camino. Obtuvieron el apoyo de los principales Gobiernos europeos a sus planes, consiguieron que hasta los socialdemócratas alemanes y suecos y los socialistas franceses aceptaran al rey designado por Franco. Pero fracasaron con las fuerzas armadas o, cuando menos, con importantes sectores de sus máximos responsables. Con los que no querían que el Ejército terminara por convertirse en un órgano más de la Administración y pretendían que siguiera gozando de la autonomía intocable y depositaria de los valores sagrados del franquismo que había tenido hasta entonces.




  A cambio de renunciar a eso, en todo o en parte, Adolfo Suárez les ofreció cautelas y compensaciones. Las rechazaron. Por principios. Los mismos que tenía la ultraderecha, que entonces, y también ahora, era bastante más que un grupo de nostálgicos de la dictadura. Por eso, y porque creían que la situación se había desbocado, dieron un golpe de Estado el 23 de febrero de 1981.




  No existe prueba alguna de que en los días o meses previos el Rey no dijera a sus autores e instigadores que comprendía sus motivos. Ni tampoco de que no reconociera ante ellos que en aquella situación —con un Gobierno desarbolado y sin autoridad, con ETA desatada y la economía en horas muy bajas— las fuerzas armadas podían, o debían, cumplir un papel distinto del de quedarse calladas en los cuarteles. Ni de que no les transmitiera, de una u otra manera, que los militares podían contribuir a reconducir las cosas. Junto con otras fuerzas y con él mismo.




  Tampoco se conoce qué ocurrió en las horas que mediaron entre el momento de la entrada de Tejero en el Congreso y la alocución televisiva mediante la cual don Juan Carlos negó a los golpistas. Ninguno de los que podían haberlo hecho ha querido contarlo. Lo que sí se sabe es que los partidos políticos democráticos y sus intelectuales orgánicos decidieron que aquella intervención del Rey ante las cámaras borraba de un solo trazo el pasado de don Juan Carlos con el franquismo y lo elevaba a los altares de la democracia. Y desde aquel día, año tras año, la España oficial, fuera de derechas o de izquierdas, ha repetido ese mantra. Hasta hoy mismo, cuando amplias capas de la población y la mayoría de los jóvenes ponen en cuestión su cargo, ese es el principal argumento que se esgrime para defender al Rey.




  Esa versión de las cosas es la pieza fundamental de la versión oficial de la Transición. Con ella se reescribe, inventándolo en buena parte, el pasado previo a 1981. Gracias a ella se confirma que la Transición misma y lo que vino después fueron un ejemplo para el resto del mundo. Y, sobre todo, que las bases en las que se asentaba eran inmutables e intocables. Porque, según esa visión, no tenían defecto alguno; eran prácticamente perfectas. Todos los que tenían algún mando, en el sistema político, en la sociedad civil o en las instituciones apoyaron siempre esa lectura de las cosas.




  Hasta hace relativamente poco tiempo pareció que nada podía alterar ese acuerdo tan firme, al que se había logrado sumar, además, el apoyo mayoritario de la ciudadanía. A la que una incansable propaganda, pero también el sentido común y el deseo de normalidad, habían terminado por convencer de que el Rey y la Constitución eran las únicas y las mejores soluciones posibles.




  Lo que no se previó es que todo el montaje pudiera fallar porque el Rey no estuviera a la altura de la responsabilidad a la que le obligaban tan altas funciones. Había conseguido lo que más deseaba en la vida. Alguien que se lo oyó decir ha contado que en una ocasión, cuando tenía seis o siete años, sus amigos confesaron lo que querían ser de mayores. Uno dijo que piloto, otro que almirante o cosas así. Cuando le tocó su turno, Juan Carlos afirmó: «yo voy a ser Rey». Consiguió serlo y, además, indiscutido y popular. Pero no se conformó con eso. Quería también ser libre, moverse sin ataduras de ningún tipo. Tal vez su modelo de referencia era su abuelo, Alfonso XIII, un monarca que también aparecía siempre sonriente y feliz, pero cuyos excesos, con las mujeres, en asuntos oscuros y en todo tipo de caprichos, le granjearon un rechazo entre todos los estratos de la sociedad que fue uno de los principales motivos de la llegada de la II República en 1931.




  Se ha escrito que don Juan Carlos ya tenía contactos privilegiados con la banca cuando aún solo era príncipe. Pero los rumores de sus andanzas por el mundo de los negocios, de los favores y de las comisiones que se reciben a cambio cobraron fuerza más adelante. Empezaron a surgir poco tiempo después de 1981. Es decir, cuando el Rey ya se sentía plenamente seguro en el cargo y, sobre todo, cuando creyó que ya no iba a tener que meterse en nuevos líos políticos y podía dedicarse a lo que le gustaba.




  Algunas de las personas que le habían ayudado a asentarse en la corona en los momentos difíciles también gestionaron sus iniciativas en el mundo del dinero. El que más, Manuel Prado y Colón de Carvajal, cuya larga fidelidad al monarca, que ciertamente le debió de reportar grandes beneficios, le llevó en 1995 a aceptar una condena de dos años por haberse apropiado de entre 12 000 y 16 000 millones de pesetas de la familia real kuwaití a fin, se dijo, de que el Rey no apareciera como el destinatario de esos fondos.




  Las compras estatales de petróleo árabe, y más tarde, hace poco, del ruso, a través de la compañía Lukoil y de Corinna zu Sayn-Wittgenstein, destacan entre las actividades en las que se dice que don Juan Carlos ha ejercido funciones de intermediario desde hace décadas. Pero también se ha vinculado su nombre a grandes operaciones de inversión en telecomunicaciones, líneas ferroviarias de alta velocidad y otras. O de promoción de toda suerte de iniciativas favorables a intereses de los grandes empresarios turísticos de las islas Baleares. Todos ellos contribuyeron al fondo de 3 000 millones de pesetas que costó el yate Fortuna que regalaron al Rey en 2000. Y en su cubierta, los miembros de la familia real lucieron verano tras verano toda suerte de prendas y objetos de marcas conocidas, y con su nombre bien visible para que saliera en las fotos. Hasta que Maruja Torres lo denunció en El País.




  En el ambiente en el que se ha movido siempre el monarca, el de los ricos, españoles y extranjeros, esas actividades son totalmente normales. En esos medios nadie se escandaliza de que quien tiene poder lo utilice para aumentar su patrimonio. Ciertamente hay quien no lo hace y se suele destacar la probidad de algunos monarcas europeos. Pero quien accede a esos tráficos no merece reproche alguno y, por el contrario, es objeto de interés por parte de quienes quieren hacer negocios. Que son casi todos. Esa es la salsa de ese mundo.
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